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Una, de la Sen. Verónica Velasco Rodríguez, del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México, la que contiene proyecto de decreto que reforma el segundo párrafo del artículo 18 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
 
GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO VERDE ECOLOGISTA DE MÉXICO
Jorge Emilio González Martínez, Sara Isabel Castellanos Cortés, Emilia Patricia Gómez Bravo, Gloria Lavara Mejía y Verónica Velasco Rodríguez, senadores de la LVIII Legislatura del Honorable Congreso de la Unión, integrantes del grupo parlamentario del Partido Verde Ecologista de México, con fundamento en los artículos 71, fracción II, 72 y 135 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 56, 60 y 64 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, solicitamos se turne a las comisiones de Puntos Constitucionales y Estudios Legislativos, para su dictamen y posterior discusión en el Pleno de esta Cámara en la LVIII Legislatura del H. Congreso de la Unión, la siguiente iniciativa de ley:

 
Exposición de motivos
El sistema penitenciario mexicano se fundamenta en la presunción de la readaptabilidad del interno. Tal presunción se basa en que el delincuente ha cometido actos u omisiones que la sociedad considera no deseables ni propicios para su desarrollo, ni favorables para la convivencia armónica de sus integrantes. Su realización es así reprochable y sancionada. 

Por su parte, la sanción que el juez penal haya dictado al que cometiere esas conductas reprochables, por supuesto mediando previo juicio y más aún si se trata de sanciones privativas de libertad, no atentan contra la integridad de la persona ni contra su forma de ser, ni contra la libertad de conciencia que ésta tenga; simplemente trata de actualizar con sus resoluciones las expectativas que la sociedad se ha planteado y que han quedado plasmadas en los textos legales penales, aunque para ello, el delincuente deba ser privado de la libertad a fin de ser sometido a un auténtico proceso de readaptación. 

El inculpado que haya sido sentenciado y condenado con sanción privativa de libertad, luego de que se le haya comprobado su participación en el acto delictivo, será sujeto de un proceso educativo en el que se pretende que asimile la gravedad de la falta cometida y una vez contemplada esta situación, a través de la alternativa que la sociedad tiene prevista para su incorporación a la sociedad, encuentre la forma de ser igualmente productivo como el resto de los integrantes de la sociedad. 

Para lograr tal objetivo, los centros de readaptación social, han implementado programas en los que los reos participen con su educación, la capacitación para el trabajo y el trabajo mismo. Lamentablemente estos programas tienen poco alcance y poca voluntad de los reclusos, por la simple razón de que las condiciones de su estancia propician más el aprendizaje de nuevos vicios delictivos, que al salir resultan más redituables a sus hábitos delicuenciales, que auténticos criterios de readaptabilidad con que se beneficia la sociedad entera. 

La ineficacia de los centros de readaptación social se debe en gran parte a este último factor, ya que resulta más fácil para los internos coadyuvar con el personal de los mismos en la realización de nuevos actos delictivos en el interior, y que generalmente pasan desapercibidos reflejándose tan solo en los motines, que generar las nulas condiciones de readaptabilidad.

Para que esto no siga sucediendo, los senadores de Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México, consideramos que pueden y deben modificarse las tendencias actuales de organización de los centros penitenciarios. 

En la actualidad, los internos de los centros de readaptación social no están sometidos a auténticos procesos de readaptación, en tanto que resultan optativos para ellos los principales mecanismos que posibilitan dicha readaptación. La educación, el trabajo y la capacitación para el mismo hasta ahora parecen ser letra muerta, en tanto que el trabajo que se les enseña y desarrollan en el interior no cubre las expectativas de aquel cuando salen a la sociedad, si es que adoptan esta alternativa. 

Así, los desórdenes internos en las cárceles y su nula capacidad para readaptar a los internos, son dos factores generalmente vinculados y derivados de la ineficacia de los modelos para lograr la readaptación de los reclusos. Si éstos se mantuvieran ocupados, cumpliendo con los programas de readaptación establecidos por los reclusorios, difícilmente se llevarían a cabo los levantamientos a los que estamos cada vez más acostumbrados a ver en los medios informativos, además de que se erradicaría la por demás consabida corrupción interna que campea en dichos centros; como tal cosa no sucede, la población de los reos prefiere pasar el tiempo sin hacer nada, sin desempeñar actividades productivas, y lo que es peor, sin aportar elemento alguno para lograr su readaptación.

De ahí que conozcamos casos de exconvictos que inmediatamente después de salir de las cárceles analizan la posibilidad de delinquir con mayores posibilidades de éxito, sin volver a caer nuevamente en un lugar donde lejos de readaptarse, se encuentran sola y simplemente aislados de la sociedad sin aportarle ningún trabajo productivo, perfeccionando de paso sus técnicas delictivas. 

Con esto podemos percatarnos que la presunción, base y finalidad de la que parte nuestro sistema penitenciario, no es equivocada, sino que no cuenta con los instrumentos adecuados para llevarla a cabo. 

El cada vez más complicado sistema de seguridad pública nacional estructurado por el Ejecutivo Federal, el de los Estados y del Distrito Federal, no aporta soluciones en tanto que no atienda a las causas, ni trata de corregir las desviaciones y disfuncionalidades de los que ya cometieron conductas ilícitas, típicas y antijurídicas. 

Si se encauzaran los grandes esfuerzos y recursos depositados en la creación de tan intrincados sistemas policíacos y en su lugar se implementara una adecuada política de prevención del delito y, sumado a esto, se atendieran de mejor manera los resultados de la ejecución de las penas, los problemas del orden delictivo se verían disminuidos drásticamente en beneficio de la sociedad. 

Continuando con nuestra exposición, y luego de lo ya anteriormente mencionado, podemos afirmar que la optativa participación, hasta ahora prevaleciente de los reos, no aporta soluciones claras y eficientes al sistema penitenciario. La base del trabajo, la capacitación para el mismo y la educación de los internos, deben redimensionarse hasta encontrar el medio propicio para su actualización. 

Con tal motivo, la propuesta que presentamos está orientada a hacer obligatorio para los reos el trabajo, la capacitación para el mismo y la educación, de preferencia, la que la misma Constitución señala como obligatoria, con la finalidad de incorporar adecuadamente al responsable a la sociedad para hacerlo productivo y consciente del papel que ocupa en el desarrollo de las metas sociales, e incluso, para la concretización de las suyas propias, dentro de las normas que la misma sociedad ha establecido para encauzar la actividad de sus integrantes. 

Así, la ocupación a la que se verán sumados los internos, aunada a la educación, como medios para reincorporar a los internos a la sociedad, producirá a mediano y largo plazo un resultado visible en nuestra sociedad, sobre todo ya que se ha comprobado que existe una relación directa entre el grado de crueldad y peligrosidad de los delitos cometidos, con el nivel de educación que los delincuentes tengan, por lo que entre más educación y conciencia tengan de la repercusión de sus actos en la sociedad, en su familia y en su persona, será menor la posibilidad de que prefieran optar por una alternativa lesiva a los fines sociales. 

Para concluir, hay que destacar que el destino del producto del trabajo de los internos, se destinará proporcionalmente, como hasta ahora lo dispone la Ley de Normas Mínimas vigente, al sostenimiento de los gastos del centro penitenciario en el que se encuentren los internos, al de sus familias y a la reparación del daño a la que hubiese lugar, por lo que con el trabajo y la educación obligatorios, además de beneficiar al interno en el proceso de readaptación del individuo, se ayudaría también al Estado a tenerlos en centros que efectivamente sirvan para cumplir su propósito y, además, disminuiría la carga presupuestal que significa su manutención. 

Por ello, los Senadores del Partido Verde Ecologista de México, sometemos a esta Cámara de Senadores del Honorable Congreso de la Unión, la presente iniciativa de: 

DECRETO por el que se reforma el párrafo segundo del artículo 18 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

ARTICULO UNICO.- Se reforma el párrafo segundo del artículo 18 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue: 

Artículo 18.- … 

Los gobiernos de la Federación, de los Estados y del Distrito Federal organizarán el sistema penitenciario, en sus respectivas jurisdicciones, sobre la base del trabajo obligatorio, la capacitación para el mismo y la educación en todos niveles, particularmente la de carácter obligatorio en los términos del artículo 3° de este Constitución, como medios para la readaptación social del delincuente. Las leyes establecerán los casos y las condiciones bajo las cuales los reos podrán obtener beneficios de reducción de sus penas, cuando se revelen signos de efectiva readaptación. Las mujeres compurgarán sus penas en lugares separados de los destinados a los hombres para tal efecto. 

TRANSITORIO

UNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Dado en la Sede de la Cámara de Senadores del Honorable Congreso de la Unión de los Estados Unidos Mexicanos, a los 11 días del mes de octubre de 2001.

Sen. Jorge Emilio González Martínez; Sen. Verónica Velasco Rodríguez; Sen. Sara Isabel Castellanos Cortés; Sen. Emilia Patricia Gómez Bravo; Sen. Gloria Lavara Mejía.

 

